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PRESENTACIÓN


¿Cómo crear competencias en aquellos que conviven con los niños y niñas para crear entornos de protección y cuidado para ellos? ¿Cómo desarrollar proyectos sociales para transformar ambientes que afectan la vida de los niños asegurándoles un desarrollo integral? Estas son dos grandes preocupaciones a las que pretende dar respuesta este libro.


La Fundación Bernard van Leer de Holanda lleva más de 30 años auspiciando programas en Colombia dirigidos al cuidado y protección integral a la infancia que vive en condiciones de riesgo, donde no sólo se ocupan de los niños, sino también influencian los contextos en los cuales crecen y se desarrollan.


Dentro de este marco, el Centro de Investigaciones en Desarrollo Humano -GIDHUM- de la Universidad del Norte, en asocio con la Fundación Bernard van Leer y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar -ICBF- ha venido desarrollando una serie de proyectos sociales dirigidos al cuidado y bienestar a la infancia, donde se concibe el desarrollo del niño no como un proceso uniforme y lineal de un solo rasgo de la vida, sino como el desarrollo sucesivo de elementos cada vez más complejos e interconectados los unos a los otros. Por tal motivo se parte de la premisa de que el cuidado de los niños no se puede desligar de lo que le ocurre internamente, lo que ocurre en su contexto más próximo (la familia, la comunidad, la escuela) y lo que ocurre en el ambiente (normas jurídicas, religión, cultura, etc.). En su proceso de desarrollo, el niño establece una triple relación: consigo mismo, con los otros y con su ambiente.


El cuidado a la infancia es, entonces, el bienestar del menor en función de estas tres relaciones. Para propiciar un ambiente de cuidado en el desarrollo del niño deberíamos centrarnos en cómo cambian y cómo permanecen algunos aspectos en el transcurrir del tiempo, en su dimensión física, socio-emocional, cognoscitiva, lingüística, ético-moral, estética y, especialmente, en su trascendencia caracterizada por sus inagotables capacidades de llegar a ser cada día mejor, es decir, más humano.


Este libro pretende mostrar en la práctica cómo se desarrolla este enfoque, de una manera didáctica. En su primera parte se analizan los paradigmas de política social y cuidado a la infancia, y en la segunda parte se presentan tres proyectos sociales dirigidos a los niños en condiciones de riesgo para que el lector tenga acceso a una metodología de proyecto y tenga la evidencia de que lo que se sustenta conceptualmente es factible volverlo un referente empírico en beneficio de la niñez.


Los autores queremos expresar nuestro agradecimiento a la Fundación Bernard van Leer de Holanda, al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, al Fondo para la Acción Ambiental y la Niñez, al Ministerio de Minas y Energía y al Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD).


Por último, en esta presentación damos un especial agradecimiento a la psicóloga Diana Tirado por todo su apoyo en la revisión técnica del texto y en los procesos de sistematización y búsqueda de información. Igualmente a todos los compañeros con los que trabajamos los proyectos que aquí se describen.
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ELEMENTOS CONCEPTUALES BÁSICOS





CAPÍTULO 1


LOS PARADIGMAS EN POLÍTICA SOCIAL 


Y CUIDADO A LA INFANCIA



1.1  LAS  POLÍTICAS SOCIALES  DESDE DIVERSAS CONCEPCIONES DE ESTADO


Uno de los temas de mayor interés, según Amar y Alcalá, en las Ciencias Sociales es el de las transformaciones y cambios del Estado, y dentro de este amplio espectro tiene singular importancia el tema de la Política Social, que fluctúa desde visiones en las cuales se les da una gran importancia hasta quienes sostienen que lo que realmente existe son las políticas económicas, cuya efectividad y eficacia se evalúan por los impactos sociales que generan.


De todas maneras, es importante empezar enunciando en forma sucinta los dos grandes paradigmas vigentes, con base en los cuales se han generado las políticas sociales en el mundo occidental en los últimos 50 años, más específicamente, a partir de la Segunda Guerra Mundial.


El primer paradigma de política social es el más exitoso; surge a través de la concepción del Estado del Bienestar, que aunque tiene sus orígenes a fines del siglo XIX, en la época de Bismarck, en Alemania, y se prolonga hasta nuestros días, alcanza su pleno desarrollo a partir de 1945, cuando la mayor parte de los países capitalistas de Europa asumen la doctrina del Report Beveridge y la política económica keynesiana.


El Report Beveridge (1942) trataba de afrontar las circunstancias de la guerra y suavizar las desigualdades sociales a través de una doble redistribución de la renta que actuase sobre la seguridad social y otras subvenciones estatales. Por su parte, la teoría keynesiana intentaba paliar los efectos de la depresión económica actuando sobre la demanda a través del Estado. Así, pues, la expansión de los programas de bienestar actuando desde arriba se justificaba no sólo con el fin de remediar las necesidades básicas de la población, sino también como política para regular el mercado y reavivar el consumo. Esta política socioeconómica, con diferentes matices, fue llevada a cabo, en buena parte de los países europeos, tanto por los partidos políticos de la derecha como por los de la izquierda moderada, y sus más fervorosos defensores fueron los gobiernos socialdemócratas.


La política social del Estado conocida como Welfare State tuvo un éxito considerable, especialmente en los primeros 25 años posteriores a la Segunda Guerra Mundial, período en que estas naciones experimentaron un crecimiento económico sin precedentes, acompañado de un mejoramiento notable de los niveles de vida de la población, especialmente el empleo, la salud, la educación, la jubilación, incentivando la actividad comercial y la producción, la estabilidad social y consolidando la paz, no sólo interna, defendiendo los consensos entre las distintas fuerzas sociales, sino también creando los cimientos políticos de lo que hoy es la Comunidad Europea de Naciones.


Las bases de las políticas sociales generadas desde el Estado del Bienestar son gestadas directamente desde arriba, y se fundamentan en el aumento del gasto público hacia lo social e incremento de las cargas fiscales; incluso, en estos últimos años, el gasto público social de algunas naciones europeas se aproxima al 50% de su Producto Nacional Bruto.


Una característica de este paradigma consiste en que el Estado se convirtió en el empresario más próspero de los países capitalistas avanzados, con una gran presencia en la vida social, especialmente en las relaciones sociales con la sociedad civil: la institucionalización del movimiento obrero mediante los sindicatos y el aumento de la participación corporativa, que generó una fuerte organización y participación de aquélla.


Durante muchos años, el Welfare State fue muy criticado por los otros paradigmas: Por el marxismo, que consideraba la política socialdemócrata como una conducta defensiva de la clase dominante, que cedía una parte para no perder el todo, y por los gobiernos liberales, especialmente de Estados Unidos, que veían este modelo, fundamentado en una economía mixta en la que coexistían un Estado empresario y la empresa privada, como un freno para el crecimiento, ya que obstaculizaba el laissez faire económico.


Esta concepción de Estado, con políticas sociales que beneficiaban a toda la población, logró no sólo reconstruir naciones devastadas por la guerra sino consolidar las naciones más equitativas de la sociedad moderna; sin embargo, no pudo sustraerse a la crisis de los años setenta, lo que ha obligado a replantear gran parte de sus postulados y funciones.


Estas naciones no fueron ajenas al freno del crecimiento económico de los años setenta; la inflación, la crisis fiscal y, por lo tanto, los recursos para el gasto en políticas sociales, y sobre todo el comienzo del desempleo masivo, han resentido en los últimos años a este paradigma, que de alguna manera está buscando salidas como “la tercera vía”, enunciada ampliamente por Guiddens, en la que se introduce la idea de que el intervencionismo estatal, más que ayudar para solucionar problemas de la sociedad actual, parece haberse convertido en una limitación, especialmente por la creciente desconfianza que genera en la sociedad civil.


Este paradigma político social es de gran utilidad para América Latina. La mayor parte de las naciones de nuestra región viven una situación social semejante a la que vivió Europa a partir de la Segunda Guerra Mundial. La mayoría de las economías devastadas, la población padeciendo todo tipo de necesidades, cargados de odio, intolerancia y desesperanza. Esas mismas naciones europeas que se aniquilaron unas a otras produciendo millones de muertes, en menos de 70 años han constituido una comunidad social que camina con pies firmes hacia una comunidad económica y política.


No se trata de que América Latina tenga que repetir el Estado del Bienestar generado por las naciones de Europa, pues son otros tiempos y es otra la historia de nuestros pueblos; sin embargo, con una mentalidad abierta debemos aprender de las buenas experiencias de la humanidad.


Actualmente, el paradigma de las políticas sociales del Estado del Bienestar moderno no es un Estado de servicios sociales dirigidos al uso de recursos comunes para abolir la miseria y asistir a los más desfavorecidos, sino una de las grandes uniformidades estructurales de la sociedad moderna, en la que el poder político se emplea para modificar, con medios legislativos y administrativos, el juego de las fuerzas del mercado en tres sentidos: 1) garantizar a los individuos y las familias una renta mínima independiente del valor de su trabajo en el mercado y de su patrimonio, 2) reducir la inseguridad social capacitando a todos los ciudadanos para hacer frente a circunstancias difíciles (enfermedad, vejez, desempleo, etc.), y 3) garantizar a todos, sin distinción de clase ni de renta, las mejores prestaciones posibles de un conjunto determinado de servicios.


Por último señalemos que, a diferencia del pensamiento neoliberal, las políticas sociales no se sustentan en coordenadas económicas sino en una propuesta ética y política que consiste en el “sentimiento de solidaridad” con el prójimo, “en la conciencia de formas de vida e instituciones comunes”, y en un conjunto ya asumido de valores comunes que genera una conciencia colectiva de los ciudadanos como condición fundamental para la supervivencia digna de la sociedad y que “evoluciona en una estructura tripartita relativamente coherente”, consistente en: economía capitalista de mercado, política democrática de masas y Estado del Bienestar.


El segundo paradigma se desprende de la concepción de Estado Liberal. “El liberalismo es una doctrina del Estado limitada tanto con respecto a sus poderes como a sus funciones. La noción común que sirve para representar al primero es el Estado de derecho; la noción común para representar al segundo es el Estado mínimo” (Bobbio, 1999, p.17).


En síntesis, como señala Bobbio (1999, p. 18): “El Estado liberal se afirma en la lucha contra el Estado absoluto en defensa del Estado de derecho y contra el estado máximo en defensa del Estado mínimo, si bien los dos movimientos de emancipación no siempre coinciden histórica y prácticamente”.


Así, el modelo de Estado para el liberalismo es aquel que dentro de una convivencia democrática asegure las libertades individuales, la seguridad nacional y el mantenimiento del sistema con base en un orden jurídico.


Para este modelo, “la noción de una sociedad compuestas por individuos libres e iguales es imprescindible para la constitución del mercado. Así se puede decir que el mercado requiere un cierto nivel de igualdad para que se establezcan las relaciones de intercambio, y este intercambio supone un equilibrio no sólo entre las mercancías, sino también entre sus propietarios (el individualismo posesivo). La misma noción de contrato: sólo se puede firmar como una relación que se establece entre iguales, por lo que no se concibe la existencia de los mismos entre siervos y señores, esclavos y dueños de esclavos” (Fleurry, 1999).


Para entender mejor el concepto de “igualdad” manejado por el neoliberalismo, podemos citar a Friedman y Friedman (1980), quienes distinguen tres concepciones diferentes de igualdad:




	

Igualdad natural, también llamada igualdad ante Dios: Significa que todos los individuos se consideran nacidos iguales. Ese es el principio igualitario propugnado por la revolución burguesa.




	

Igualdad de oportunidades: En la medida en que el hecho de garantizar la igualdad natural no genera las posibilidades indispensables para que los individuos desarrollen su potencialidad, el liberalismo evoluciona en la dirección de contemplar la garantía de oportunidades iguales (como en el caso de la garantía pública de una educación básica).




	

Igualdad de resultados: Es la defensa de una base mínima para todos los individuos independientemente de sus logros. Aun siendo dadas las oportunidades, si el individuo no alcanza un mínimo considerado socialmente indispensable, la sociedad como un todo lo asegurará.







Según Fleurry (1999): “La tesis de Friedman y Friedman es que sólo los dos conceptos iniciales -igualdad natural e igualdad de oportunidad- son compatibles con el liberalismo. En el caso de la igualdad de resultados, se trata de una concepción socialdemócrata (seguro de desempleo, pensiones mínimas, sistemas universales de salud, etc.). Para garantizar los resultados es necesario la existencia de una burocracia estatal que establezca los mínimos indispensables, cobre impuestos a los sectores productivos y redistribuya los resultados a través de políticas públicas. Para Friedman, esas condiciones entran en contradicción con otro principio básico del liberalismo, es decir, con la libertad individual, tornándose responsable por la pérdida de dinámica del proceso de acumulación capitalista”.


Este paradigma, fundamentado en el pensamiento liberal, se ha implementado en casi toda América Latina, especialmente por la influencia que ejercen en la región el Banco Mundial y el Fondo Monetario Internacional. Por esto, la visión de las políticas sociales muestra marcada diferencia con el modelo socialdemócrata. En su versión contemporánea, este pensamiento, desarrollado en la denominada “Escuela de Chicago”, centra su análisis con base en una visión dualista de la sociedad en la que se identifican dos polos diferenciados: “Un sector incorporado a las dinámicas económica, social y política prevaleciente, frente a otros sectores excluidos de esas dinámicas” (Corredor, 2000). Por esto, las personas que quedan excluidas de los procesos económicos constituyen un sector marginado, que se deriva fundamentalmente del escaso desarrollo de las fuerzas productivas; y por tanto, hay que promover el crecimiento económico sobre la base del desarrollo de las relaciones de producción capitalista.


Para este paradigma, la vieja contradicción entre política social y económica no puede existir, y menos aun la idea de que puede haber una interacción entre política económica y una política social, como argumenta la socialdemocracia. Para el paradigma neoliberal lo que existe son las políticas económicas que tienen su injerencia en lo social. Cualquier categoría económica, así sea la más elemental, tiene una inmediata implicación social, y cuando se trata de políticas macroeconómicas, por naturaleza éstas tienen su dimensión social. Al respecto González (2000) ha señalado: “Cualquiera de las variables macroeconómicas: tasa de cambio, precios, tasa de intereses, empleo, impuestos, gasto público, etc., tiene impacto en el bienestar social de la población. Desgraciadamente, y por la forma descuidada como se han evaluado las incidencias sociales de las decisiones macro, no se han desarrollado instrumentos de análisis adecuados, que permitan establecer las relaciones de causalidad que vinculen las fluctuaciones de determinada variable macroeconómica con el bienestar social. Encontrar tales causalidades se convierte en un reto investigativo prioritario. Y este ejercicio es cualitativamente diferente al estudio de la forma como interactúan la política social y la política económica”.



1.2  POLÍTICA SOCIAL Y SUS FUNDAMENTOS


La economía mundial alcanza 30 billones de dólares, de los cuales 24 billones están en los países desarrollados. Es decir, un 20% controla el 90% del producto global (El Tiempo, editorial, 4 de octubre de 2000). Durante los años noventa no sólo se profundizaron las desigualdades entre países sino también dentro de ellos, lo cual ha ocasionado un aumento de la pobreza a niveles aterradores. Uno se pregunta cómo puede sobrevivir una persona con un ingreso diario tan bajo, pero es una realidad que 1.200 millones de personas cuentan con menos de un dólar al día para satisfacer sus necesidades básicas y 1.300 millones de personas con menos de dos dólares al día. Es precisamente la desigualdad la que ha llevado a los países ha preocuparse por crear modelos económicos y políticas sociales que contribuyan a mejorar los niveles de vida de toda la población.


Por tanto, la “Política Social” se define como el conjunto de intervenciones dirigidas a mejorar las condiciones de desarrollo humano en la sociedad y la participación ciudadana en la toma de decisiones orientadas a lograr una equitativa distribución y asignación de bienes y servicios (Sánchez, citado por Amar & Alcalá, 2001). Aunque la Política Social incluye las intervenciones estatales, ésta no se restringe a ellas, debido a que el compromiso del sector privado, de la comunidad y de los actores políticos es necesario para los procesos de toma de decisiones, y a la hora de implementar y manejar programas de cambio social se requiere de todos ellos. Es importante tener en cuenta la concepción que determinado Estado tiene acerca de Política Social: si maneja una concepción neoliberal, las políticas sociales serán mayormente focalizadas a grupos vulnerables; si la concepción es de Estado de Bienestar, las políticas sociales estarán dirigidas a garantizar las mejores prestaciones de servicios a todos los sectores de la población, buscando la uniformidad estructural de la sociedad. Portillo (1996) plantea: “El Estado del Bienestar debe esforzarse por universalizar las oportunidades para el intercambio libre o no regulado del trabajo y capital, interviniendo en ese proceso de intercambio”.


El objetivo de las políticas sociales es lograr el pleno desarrollo de las capacidades de todos los seres humanos y hacer ver que la vida de éstos es importante (PNUD, 1993). Varias declaraciones se han hecho enfocando el objetivo de las políticas sociales en los seres humanos, entre ellas la Declaración de los Derechos Humanos de 1948, y más recientemente la Declaración de Río de 1992: “Principio 1: Los seres humanos son el centro de preocupación para el desarrollo sostenible. Requieren de buena salud y de una vida productiva para armonizar con la naturaleza” (UNCED, 1992, citado por CHATEAU, 1996). Y el Estado debe velar por la consecución de estos fines.


Al hablar de Política Social, el primer aspecto que se debe considerar es: ¿Cuáles son los problemas de los que se ocupa la Política Social?; el segundo: El importante papel del Estado en procurar y gestionar el bienestar público, sobre todo en las sociedades capitalistas modernas; el tercero: ¿Cuáles son los supuestos socioculturales, económicos y políticos en torno a los cuales se ha organizado la Política Social en los países más avanzados, y si es posible considerar la vigencia de esos mismos supuestos en nuestras sociedades?


En las sociedades avanzadas, la Política Social se ocupa de tres áreas básicas:


a) Las políticas de producción, administración y acceso a los bienes y servicios públicos (salud, educación, alimentación y vivienda).


b) Las políticas de empleo y los arreglos correspondientes sobre las formas de remuneración.


c) Las políticas fiscales de ingreso y gasto público, en particular las referidas a los gastos sociales a través de asignaciones directas, subsidios y transferencias.


El Estado gestiona estos tres tipos de acciones de política en el marco de ciertos supuestos que fueron constituyéndose a lo largo del proceso de modernización de las sociedades europeas:


1) Producción social basada en la propiedad privada de los medios de producción y en el trabajo asalariado libre.


2) Abastecimiento generalizado de bienes y servicios a través del intercambio mercantil.


3) Reducción de los lazos de índole comunitario-vinculante a los lazos correspondientes a la familia nuclear: cónyuges e hijos menores de edad.


4) Sustitución de los lazos de pertenencia comunitaria, clásica y estamental por el estatuto de ciudadanía, que atribuye al conjunto de los miembros considerados ciudadanos de un Estadonación un conjunto de derechos y obligaciones formalmente iguales para todos.


5) Dependencia material generalizada de los ciudadanos de los ingresos provenientes del trabajo asalariado (Suárez, 1996).


En el caso de los países capitalistas avanzados, el conjunto de arreglos económico-sociales instrumentados a través de las políticas sociales dieron lugar a la conformación de sistemas de seguridad social, y han sido denominados, como vimos en la primera parte, genéricamente Estado Benefactor o Estado de Bienestar (Suárez, 1996).


Fleury (1999) ha analizado en forma exhaustiva la definición de “Política Social” y ha examinado las diferentes formas de conceptualización que se han trabajado; así mismo, ha dejado ver, de manera clara, los puntos de mayor relevancia para cada concepto y sus limitaciones. A continuación se presentan de manera esquemática para mayor comprensión.


Una definición completa de “Política Social” debe involucrar todas las dimensiones: la valorativa, que responde a normas; la estructural; la funcional, que está vinculada a procesos de legitimación, procesos político-institucionales y organizativos que tienen que ver con los procesos de toma de decisión, planeación, estrategias (política pública); la dimensión relacional en las disputas del poder por parte de los actores y la generación de normas que definan la redistribución. Para Fleury (1999), las políticas sociales participan en el proceso de reproducción de la sociedad generando conocimientos y creando
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La Política Social está fundamentada en postulados teóricos, institucionales y metodológicos, que aunque separados analíticamente forman un solo conjunto denominado “Política Social”. Pertenecen al área teórica, preocupaciones concernientes a los postulados éticos, a la política económica ligada con la producción y distribución de recursos y a preocupaciones políticas ligadas a procesos participativos de toma de decisiones, a la concertación y a la negociación. La Política Social también se concentra en el desarrollo de instituciones, mecanismos y herramientas dirigidas a generar bienes y servicios que transformen y mejoren la calidad de vida de las poblaciones.


En este marco, la Política Social, como proceso de consolidación y transformación de la estructura y los actores sociales, adquiere un carácter conceptual y metodológico interdisciplinario, participativo e integral. “Interdisciplinario”, porque las políticas sociales tienen que ser diseñadas, ejecutadas y evaluadas desde diversos enfoques y perspectivas (económico, ético, político y cultural). “Participativo”, porque la Política Social debe permitir la mediación, la negociación y el compromiso de los diversos actores sociales. “Integral”, porque deberá generar acciones políticas, institucionales y técnicas en cuyo desarrollo convergen distintos actores con poderes desiguales, para lo cual es necesario generar estrategias de viabilidad política, económica y cultural conjuntamente con las acciones destinadas a generar bienes y servicios de manera efectiva y eficiente (Sánchez, citado por Amar & Alcalá, 2001).


Pero hay quienes opinan que la Política Social en la práctica persigue con mayor insistencia los objetivos sociales de naturaleza material, es decir, objetivos económicos. De Torres (1964) considera la Política Social, a diferencia de la política económica, de carácter heterogéneo, porque sus fines, aunque sociales, tienen un ingrediente económico importantísimo, y al hablar de los medios, aun más notorio es el carácter económico, en la medida en que el bienestar social es material y depende de la satisfacción de las necesidades primarias. De Torres resume los objetivos de la Política Social en seguridad social y homogeneización de los fines o redistribución de la renta.



1.3. ASPECTOS QUE CUBRE LA POLÍTICA SOCIAL



1.3.1 El aspecto ético-social en la Política Social


La política social está íntimamente ligada a los procesos de concepción misma de la sociedad, de los individuos que la componen y de las relaciones entre éstos o grupos de individuos. De esta manera, la construcción del Estado de Bienestar y la provisión de servicios sociales para los más desfavorecidos es inseparable de la ampliación del concepto de “ciudadanía” desde una concepción de derechos legales y políticos hacia una concepción de derechos sociales. Así mismo, la dirección de la Política Social se debate entre aquellos que conciben la sociedad como el agregado de necesidades e intereses individuales gobernada por leyes de mercado y los que la consideran como relaciones que van más allá de los individuos, ante las cuales el mercado se muestra inadecuado.


La Política Social tampoco es ajena a las diversas interpretaciones de justicia y solidaridad. Las posiciones del liberalismo y comunitarismo tienen consecuencias importantes para políticas relacionadas con equidad, distribución y justicia.


La definición de “diferencias sociales”, sean de género, raza o clase, tampoco se sustrae a los procesos de participación y distribución de beneficios económicos y políticos. La “feminización” de la pobreza, las consecuencias del ajuste estructural sobre la provisión de servicios sociales, que son en su mayoría asumidos por mujeres (cuidado de los niños y los ancianos, por ejemplo), como también la creciente organización de mujeres en movimientos sociales y por los derechos humanos, demuestran la importancia que tienen en este caso las diferencias de género para la Política Social. De igual manera serían las diferencias raciales y entre sectores urbanos y rurales de la población (Sánchez, citado por Amar & Alcalá, 2001).


Es así como el aspecto ético-social tiene que ver con los derechos de ciudadanía social que toda persona adquiere por pertenecer a determinada sociedad, y se pueden resumir en el concepto de “deuda social” de resonancia roussoniana.




	

Deuda Social: Este concepto fue introducido desde los principios del establecimiento y consolidación de los derechos de ciudadanía social, y se refiere al derecho que los ciudadanos pueden tener a ciertas condiciones y oportunidades como integrantes de una sociedad y al formar parte de una nación. Pero estos derechos no siempre se han presentado como algo evidente; a lo largo de la historia se han venido clarificando y fundamentando de diversas maneras y con diferentes argumentaciones.







Rossanvalon ha explicado que en Francia y en Inglaterra al concluir las grandes guerras se comenzó a explicitar y consagrar estos derechos a la seguridad social y al bienestar social y con la siguiente argumentación según Fernández (1998): “Si la patria reclama y exige a sus ciudadanos el arriesgar y el ofrendar sus vidas y haciendas para defenderla, la patria está asimismo obligada con quienes han perecido y con quienes han sobrevivido”.


Fue así como en Francia Laurent Bonneway, autor de la primera ley de seguridad social, y William Beveridge, proponente protagónico del Welfare State en Inglaterra, hicieron uso de esta argumentación, y la legitimación del Estado Providencia ha recurrido a esta justificación.


En El contrato social Rousseau explica que esta deuda social debe tener vigencia tanto en época de guerra como en tiempos de paz y la intervención para delimitar las desigualdades y las carencias es un imperativo, y señala la conveniencia de la redistribución y de la compensación para lograr la igualdad social: “Nadie será lo suficientemente rico como para comprar a otro, ni nadie lo suficientemente pobre como para venderse” (Fernández, 1998). Para Rousseau, la concentración de recursos conduce a la enajenación y a la miseria, que a su vez conduce a la humillación, por tanto “la justicia distributiva implica la intervención de una instancia pública”.


1.3.2 El aspecto político en la Política Social


La Política Social no se fundamenta únicamente en concepciones sobre la sociedad, la justicia o el progreso. Factores políticos influyen en la definición, la direccionalidad y la implementación de las políticas sociales.


El “clientelismo” es un ejemplo claro de cómo el uso de relaciones personales para la provisión y asignación de recursos públicos influencia de manera negativa el logro de objetivos sociales al reforzar relaciones de dependencia y no de autonomía. El Estado pluralista, ligado a modelos de incorporación a través de la figura del líder o el partido-Estado, caracterizado por jerarquías de poder verticales, debilita las organizaciones de la sociedad civil y, por consiguiente, la capacidad para controlar la arbitrariedad de la acción estatal.


El gasto social, punto determinante en la consecución de las políticas sociales, por ser necesario aunque no suficiente para elevar los estándares de vida de los pobres, tiene un factor político evidente. Si observamos el compromiso de los pobres, en una amplia proporción del sistema electoral en la mayoría de los países en desarrollo y de gobierno democrático, éstos no pueden ignorar ni reprimir sus demandas; aun cuando la mayor parte de la población no privilegiada no presiona ni participa activamente en la creación de reformas, los políticos proveen directamente beneficios sociales a éstos con el fin de obtener votos. Fue así como Sloan y Tedin (1987) examinaron 17 países latinoamericanos entre 1945 y 1980, y encontraron que la alta competencia electoral tiende a incrementar el gasto social.


Las políticas sociales son mercantilizadas a través de la burocratización interna de los partidos políticos. Por lo tanto, como bien opina Weber (1999) y de acuerdo con él, la competencia entre los partidos pervierte y obstruye los intereses y las políticas de clase y las convierte en formas que conducen al oportunismo.


La marginalización de grupos importantes de la población del diseño y aplicación de la Política Social y la falta de debate público en torno a las políticas sociales han sido factores claves para explicar la baja efectividad de los programas sociales y la enorme brecha entre la intencionalidad explícita en la concepción de la política y su posterior implementación.


Thomas Marshall, quien bautizó la situación laboral y social que vivían la mayor parte de los países de Europa Occidental en la segunda posguerra con la expresión Welfare State, ha explicado que “La política social usa el poder político para reemplazar, completar o modificar operaciones del sistema económico, con el fin de alcanzar resultados que el sistema económico no lograría por sí mismo, y al hacer esto, lo hace orientado por valores distintos a los de las fuerzas del libre mercado” (Marshall, Thomas, citado por Fernández).


Por tanto, la Política Social compromete la acción del gobierno, a escala global o local, con diverso grado de iniciativa e intensidad; además, dentro de lo político está la participación activa de la población, que no se debe limitar a la recepción pasiva de bienes y servicios.


1.3.3 El aspecto económico en la Política Social


La Política Social ha de evitar dos posiciones, igualmente cuestionables, con respecto a su relación con la política económica: la primera consiste en creer que el desarrollo económico se traduce inevitablemente en bienestar social. El informe de las Naciones Unidas sobre Desarrollo Humano (PNUD, 1995) es claro al respecto: “Diversos países han traducido su capacidad económica en niveles diferentes de bienestar o han logrado el mismo nivel de bienestar con ingresos muy disímiles”. La segunda posición se refiere a asumir que las políticas sociales tienen únicamente un contenido social y se pueden formular independientemente de políticas económicas. Son cuestiones tanto económicas como sociales aquellas relacionadas con la distribución y participación en los beneficios del crecimiento económico, y también las relacionadas con los mecanismos de financiación de las políticas sociales y la disminución de los costos de servicios sociales. Pertenecen también al ámbito económico el análisis del potencial redistributivo del gasto público y la distribución equitativa del gasto social entre sectores y poblaciones beneficiarias. Los cambios en el sistema de incentivos financieros para ampliar la demanda por servicios y la privatización de servicios sociales requieren del análisis social y económico conjuntamente.


La inversión social es un factor esencial para garantizar el crecimiento económico y la disminución de las desigualdades sociales (Londoño, Banco Mundial, 1996).


De Torres (1964) ha expresado que los fines económicos no son en sí incompatibles con los fines sociales, y que una buena política económica será fecunda en resultados sociales, y es además la condición necesaria para lograrlos. Por algo Dios, que es bueno, lanzó sobre la estirpe humana la maldición bíblica que dice: 'Ganarás el pan con el sudor de tu frente’, y estableció en forma explícita una ley de proporción entre el volumen del esfuerzo y la cantidad de pan obtenido; pero como el pan sirve para que los hombres se alimenten, aquella ley de proporción está implícitamente ligada a otra cosa que existe entre la cantidad de pan y el número de bocas que pueden comerlo. Lo más grave de la maldición divina no fue obligarnos a trabajar para ganar el diario sustento, sino que esto requiere que nos pongamos de acuerdo en la parte que a cada uno le corresponde, y aquí es donde nos debatimos en plena confusión. Que en esto consiste la verdadera maldición divina, parece confirmarlo otro caso en que la Divinidad hubo de castigar un pecado de soberbia colectiva cuando los hombres construyeron la Torre de Babel y terminó en una confusión de lenguas, pues en lo que se refiere a la distribución también hay confusión de lenguas porque cada uno pide una cosa distinta; al buscar la justa distribución hay que humildemente procurar entender el lenguaje y los anhelos de los demás, lo que es solidaridad social (De Torres, 1964). Así, vemos que la pobreza es un problema de distribución desigual del ingreso (económico) y de inequidad (social).


Por tanto, el aspecto económico no puede ser separado del aspecto social, debido a que cada reforma económica que realice un país tendrá un efecto directo en lo social. Los países exponen cada vez más diferentes modelos de crecimiento económico, y señalan que al impartir un modelo adecuado, éste se traducirá en beneficios sociales para la población. La discusión se centra en cuál sería el modelo adecuado que además de influir en el crecimiento económico del país se preocupe por beneficiar a toda la población. He aquí el gran problema: Según el Estado del Bienestar, la población, sin distinción, debe ser beneficiada; según el modelo neoliberal, la liberalización de los mercados por sí sola acabará con la pobreza y los más capacitados serán los mayormente beneficiados, por tanto este modelo defiende la focalización.


Explicar estas dos tendencias ha dado lugar a importantes controversias sobre los efectos del comportamiento macroeconómico, de las reformas estructurales y de la globalización sobre los indicadores sociales. Los que defienden el neoliberalismo han argumentado en sus trabajos, un ejemplo es el ensayo de Morley (1994) citado por Ocampo/CEPAL (1998), que la pobreza tiende a reducirse con el crecimiento económico, lo que explica el mayor número de reformas; por otro lado, algunos estudios indican que la liberalización económica y la globalización han tendido a deteriorar la distribución del ingreso.


Hay quienes piensan que el modelo de liberalización económica es un mecanismo que los países en desarrollo han adoptado para competir en el mercado mundial o por presión del Fondo Monetario Internacional; por tanto, llaman a este modelo “capitalismo salvaje”, que en búsqueda del crecimiento económico, que en cifras puede haberse alcanzado, como es el caso de Chile, no ha acabado con la desigualdad y la pobreza. El ingreso sigue concentrándose en mayor proporción entre los grupos más poderosos. Por eso no sorprendió la protesta que tuvo lugar en Praga en octubre de 2000 contra la Asamblea del Banco Mundial, donde el mismo presidente James Wolfensohn hizo un diagnóstico sobre los peligros de la desigualdad social, que se constituye en una bomba de tiempo para la protesta social alrededor del planeta. El gran desafío consiste en conducir la globalización hacia una mayor equidad.


Observemos y analicemos los efectos sociales de la liberalización de mercados en América Latina. Durante los últimos 18 años, la política macroeconómica se ha manejado con la idea de reestructurar la economía para obtener niveles de crecimiento y de ingresos más elevados, y por lo tanto mayores niveles de bienestar, calidad de vida y de reducción de la pobreza.
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Cuadro 1

Concepto de politica social

CONCEPTO

DEFINICION

LIMITACION

Coneepto finalistico

En et definicion, el énfasis principal
esti en el deber ser, o en la finalidad
que debe cumplir determinada polfica
social. Tiene un contenido valorativo,
es decir, los valores que la sociedad en
conjunto acuerda  (justicia,igualdad,
solidaridad, elc). Ej: “conjunto  de
obietivos ¢ instrumentos orientados 2
‘mejorar las condiciones y calidad de vida
de las personas”

La limitacion de este concepto radica en
su incapacidad para proveer un cuerpo
instrumental para ¢l andlisis de las
sealidades concretas. Ademis, genera
interrogante de que si no se cumple
fin esperado entonces la.polftica social
pede ser considerada inexistente.

Coneepto sectorial

Sedefine como el conjunto de decisiones
estrategias ¢ instrumentos que algunos
sectores (salud, vivienda, seguridad so-
cial, elc) empléan para cumpli con cer-
tas metas dentro de I realidad dentro de
a realidad sectorial.

Se delimita ol campo social  partir de
sectores institucionales y no reconoce la
intersectorialidad de los problemas so-
ciales. Separa Ia politca econémica de.
lasocial.

Coneepto fncional

‘Explican Ias politcas sociales con ba-
se en las funciones que suelen cumplir
Ej: “La polftica social cumple Ia funcién
de legitimar los gobiemos y elites dir-
gentes”

Bl problema de e conceplo radica
en que la polftica social s6lo puede ser
identificada a posterori. Esta dimensién
funcional suele ser simplista y unilateral
ydefa de analizar el proceso de la polfica
Social como tal.

Concepto operacional

Las definiciones operacionales de polfica
social hacen énfisis en los instrumentos
¥ mecanismos ufilizados para organizar
I accién dirigida a delerminados
fines. Es un conjunto de medidas de
caricler institucional ¢ instrumental; se
caracteriza como una poliica piblica
en la que se generan los procesos de
‘movilizacién y torma de decisin.

Se limita a hacer Gnfasis en Ia vision de
Ia polfica como proceso. insitucional
identificado como gubernamental y defa
delado el proceso politico general (socie-
dad), y las articulaciones de las redes
entré Estado y sociedad son ms bien té
nico-burocdticas.

Concepto relacional

La politca social se considera como re-
sultado de una dindmica relacional de
poder, donde los diferentes actores so-
ciales'redefinen sus identidades y sus
significados como un campo de hucha
social y cada uno define sus estrategias
para lograr la disribucion de los recur-
sos_ producidos en unadelerminada
sociedad. El Estado es presentado por
agentes ¢ instituciones gubemamentales
(actor privilegiado) y es el lugar donde
se enfrentan los intereses constituidos y
organizados.

‘Su limitacion radica en 1a capacidad para
considerar igualmente a distribucion ins-
ftucionakinstrumental del efercicio del
poder.

Fuente: Elaboracién de los antores con base en el documento de Soria Fleury, Polficas sociales y chudadania. Banco

Interamericano de Desarrollo ¢

{DES, 1999,
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